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negativo de no perturbar la institución positiva, debiendo sin 
embargo para su punibilidad ser tipifi cados expresamente 
por el legislador [ROBLES PLANAS, La participación en el delito: 
Fundamentos y límites, Madrid-Barcelona 2003, p. 243; 
también ROBLES PLANAS - RIGGI, “El extraño artículo 65.3 del 
Código Penal”, en InDret 4/2008, Barcelona 2008, p. 24]. 
Así, en la infracción del deber institucional, es posible las 
intervenciones paralelas o convergentes confi gurando cada 
quien su propio injusto, no siendo admisible la intervención 
conjunta. Por el contrario, en los delitos de infracción de 
deber que tengan un componente de dominio, la intervención 
conjunta del intraneus y extraneus es admitida, al infringir el 
extraneus su deber general de abstención de no perturbar 
instituciones positivas, y en base a ello se funda su sanción 
[SILVA SÁNCHEZ, Op. cit. pp. 908 y 909].

§ 3.  PROBLEMÁTICA EN TORNO A LA REGULACIÓN VIGENTE DEL 
MODIFICADO ARTÍCULO 25 CP  [D. LEY N° 1351]  Y LOS CASOS 
ANTERIORES A SU ENTRADA EN VIGENCIA

11°. Ahora, si bien la doctrina y jurisprudencia nacional 
han desarrollado teorías a fi n de abordar la problemática 
en torno a la responsabilidad del extraneus en los delitos 
especiales, esta cuestión sin embargo, parece superarse por 
la entrada en vigencia del Decreto Ley N° 1351, del siete 
de enero de 2017, que introduciendo un tercer párrafo en 
el artículo 25 CP, señala: “El cómplice siempre responde en 
referencia al hecho punible cometido por el autor, aunque 
los elementos especiales que fundamentan la penalidad del 
tipo legal no concurran en él”. Por lo que, con la entrada en 
vigencia de la presente ley, se establece textualmente la 
punibilidad de la participación del extraneus en los delitos 
incluso si no tienen la cualidad especial del autor, con lo 
que se resuelve la discusión sobre su punibilidad o no del 
extraneus, siempre para los hechos que acontecen a partir 
de su entrada en vigencia.

12º. Bajo esa línea, para los hechos punibles ocurridos 
con anterioridad a la vigencia del Decreto  Ley Nº 1351 que 
fueran materia de proceso, debe aplicarse la ley vigente al 
momento de la comisión del hecho punible, y, en caso de 
confl icto de leyes, la más favorable al reo conforme a los 
cánones establecidos en el inciso 11 del artículo 139 de 
la Constitución Política y artículo 6 CP; en consecuencia, 
para los hechos ocurridos antes la vigencia del Decreto Ley 
referido, debe aplicarse el texto originario del artículo 25 
CP, el mismo que fuera regulado por el Decreto Legislativo 
635 del tres de abril de 1991, en razón de que se trata de 
una norma más favorable para el reo como lo prevé nuestro 
ordenamiento jurídico, y, en conformidad también con 
la interpretación sostenida en la línea jurisprudencial de 
la Casación 782-2015 Del Santa, del 06 de julio de 2016, 
que estableció como doctrina jurisprudencial vinculante sus 
fundamentos normativos 10 y 11, que en puridad consagra 
la tesis de la ruptura del título de imputación, pues en los 
delitos especiales de deber, el status del autor impide que se 
pueda imputar responsabilidad penal a otra persona distinta 
de él; es decir, los delitos de infracción de deber especial 
solamente irradian su campo de acción sobre el intraneus, 
mas no respecto de los particulares extranei. Y ello ocurre 
para el caso del extraneus del delito de enriquecimiento 
ilícito, al ser este un delito de infracción de deber institucional 
o especial propio. 
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BASE LEGAL: artículo 116 TUO LOPJ

ASUNTO: Alcances de las restricciones legales en materia 
de imputabilidad relativa y confesión sincera

Lima, doce de junio de dos mil diecisiete.

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de 
las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 
Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
116 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

I. ANTECEDENTES

1.° Las Salas Penales Permanentes y Transitorias de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, en virtud de la 
Resolución Administrativa número 179-2016-P-PJ, de 22 de 
junio de 2016, con el concurso del Centro de Investigaciones 
Judiciales, bajo la coordinación del señor Pariona Pastrana, 
realizaron el X Pleno Jurisdiccional de los Jueces Supremos 
de lo Penal, que incluyó la participación en los temas 
objeto de análisis de la comunidad jurídica, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 116, del Texto Único Ordenado de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante, LOPJ), a fi n 
de dictar acuerdos plenarios para concordar la jurisprudencia 
penal.    

2.° El X Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas.

La primera etapa estuvo conformada por dos fases. 
Primera: la convocatoria a la comunidad jurídica para 
proponer los puntos materia de análisis, que necesitaran una 
interpretación uniforme y de la generación de una doctrina 
jurisprudencial para garantizar la debida armonización de la 
conducta de los jueces en los procesos jurisdiccionales a su 
cargo. Segunda, el examen de las propuestas temáticas que 
presentaron las entidades y los juristas, que se realizó entre 
los días 7 de julio al 7 de agosto de 2016. Se presentaron un 
total de 41 mociones. De ellas, en la sesión de 31 de agosto 
de 2016, se identifi caron tres propuestas, que se ofi cializaron 
en los siguientes temas: 1. Restricciones legales en materia 
de confesión sincera y responsabilidad restringida por 
edad. 2. Participación del extraneus en delitos especiales. 
3. Delitos de violencia contra la mujer y los integrantes del 
grupo familiar.

En la sesión del 7 de septiembre se seleccionó a las 
personas e instituciones que harían uso de la palabra en la 
Audiencia Pública.

3.° La segunda etapa consistió en el desarrollo de la 
audiencia pública, que se llevó a cabo el día 28 de septiembre 
de 2016. En ella, los juristas y expositores especialistas 
convocados sustentaron y debatieron sus ponencias ante el 
Pleno de los jueces supremos. Hicieron uso de la palabra 
en el análisis del tema del presente Acuerdo Plenario, los 
señores abogados: Juan Carlos Jiménez Herrera y José 
Antonio Caro John.

4.° La tercera etapa, del IX Pleno Jurisdiccional, 
comprendió el proceso de designación de los jueces 
supremos ponentes. En la sesión de fecha cinco de octubre 
se designó a los señores San Martín Castro e Hinostroza 
Pariachi para la formulación de la ponencia referida a 
“las restricciones legales en materia de responsabilidad 
restringida por edad y confesión sincera”. 

Presentada la ponencia pertinente; integrados al Pleno 
los señores Jueces Supremos, titulares y provisionales, 
como consecuencia de la creación de la Segunda Sala Penal 
Transitoria; tomado conocimiento de los informes orales 
a través del vídeo de la audiencia pública; y, realizadas 
diversas sesiones de presentación de la ponencia, análisis, 
debate, deliberación y votación, en la fecha se acordó proferir 
el presente Acuerdo Plenario.

5.° Este Acuerdo Plenario se emite conforme con lo 
dispuesto en el artículo 116 de la LOPJ, que faculta a las 
salas especializadas del Poder Judicial –en este caso, de 
la Corte Suprema de Justicia de la República– a pronunciar 
resoluciones vinculantes, con la fi nalidad de concordar y 
defi nir criterios jurisprudenciales del Orden Jurisdiccional 
que integran. 

Intervienen como ponentes los señores SAN MARTÍN 
CASTRO E HINOSTROZA PARIACHI.

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ 1. EVOLUCIÓN HISTÓRICA

6.° El artículo 22 del Código Penal de 1991 estableció, 
expresamente, como eximente incompleta de responsabilidad 
penal, lo siguiente: “Podrá reducirse prudencialmente la 
pena señalada para el hecho punible cometido cuando el 
agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún años, 
o más de sesenta y cinco años, al momento de realizar la 
infracción”. Esta disposición, como se advierte de su tenor, 
no contemplaba ninguna excepción por razón del delito 
cometido.
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No obstante, en las cuatro reformas sucesivas, desde la 
dación del Código Penal, se incorporaron progresivamente 
excepciones a esta eximente incompleta en atención a 
determinados delitos, considerados muy graves. Los cambios 
legislativos son los siguientes:

A. Ley número 27024, de 25-12-1998. En lo pertinente, 
agregó al artículo 22 del Código Penal un segundo párrafo, 
cuyo tenor literal es: “Está excluido el agente que haya 
incurrido en delito de violación de la libertad sexual, tráfi co 
ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, atentado 
contra la seguridad nacional y traición a la patria, u otro 
delito sancionado con pena privativa de libertad no menor de 
veinticinco años o cadena perpetua”.

B. Ley número 29439, de 19-11-2009. En el primer párrafo, 
añadió la frase siguiente: “[…], salvo que haya incurrido en 
forma reiterada en los delitos previstos en los artículos 111, 
tercer párrafo, y 124, cuarto párrafo”.

C. Ley número 30076, de 19-8-2013. En el segundo 
párrafo adicionó como delitos excluidos los de “homicidio 
califi cado, homicidio califi cado por la condición ofi cial del 
agente, feminicidio, extorsión, secuestro, robo agravado y 
apología”.

D. Decreto Legislativo número 1181, de 27-7-2015. En 
el segundo párrafo aumentó como delitos excluidos los de 
“criminalidad organizada, sicariato, conspiración para el delito 
de sicariato y ofrecimiento para el delito de sicariato, genocidio, 
desaparición forzada y tortura”.

7.° El artículo 136 del Código de Procedimientos Penales, 
modifi cado por la Ley número 24388, de 6-12-1985, estableció 
una bonifi cación procesal por confesión sincera. El segundo 
párrafo de esa norma estatuyó: “La confesión sincera 
debidamente comprobada puede ser considerada para rebajar 
la pena del confeso a límites inferiores al mínimo legal”. Sin 
embargo, la Ley número 28760, de 14-6-2006, introdujo una 
excepción en los casos de confesión sincera: “[…], salvo que 
se trate de los delitos de secuestro y extorsión, previstos en 
los artículos 152 y 200 del Código Penal, respectivamente, en 
cuyo caso no opera la reducción”.

En esa misma perspectiva, el artículo 161 del Código 
Procesal Penal reconoció tal bonifi cación procesal. Su 
redacción es: “Si la confesión, adicionalmente, es sincera y 
espontánea, salvo los supuestos de fl agrancia y de irrelevancia 
de los cargos en atención a los elementos probatorios 
incorporados en el proceso, el juez, especifi cando los motivos 
que la hacen necesaria, podrá disminuir prudencialmente la 
pena hasta en una tercera parte por debajo del mínimo legal”. 
Sin embargo, la Ley número 30076, del 19-8-2013, primero, 
unifi có el régimen de la confesión sincera extendiendo la 
vigencia del artículo 161 del Código Procesal Penal a todo el 
territorio nacional –derogó, por consiguiente, para todos los 
efectos, aun cuando en una determinada área territorial no 
está en vigor íntegramente el Código Procesal Penal (v. gr.: 
Lima y Callao), el artículo 136 del Código de Procedimientos 
Penales–; y, segundo, modifi có el referido artículo 161 del 
Código Procesal Penal, y bajo el presupuesto de que la 
confesión debe ser, además, sincera y espontánea, estatuyó: 
“Este benefi cio es inaplicable en los supuestos de fl agrancia, 
de irrelevancia de la admisión de los cargos en atención a los 
elementos probatorios incorporados en el proceso y cuando 
el agente tenga la condición de reincidente o habitual de 
conformidad con los artículos 46-B y 46-C del Código Penal”.

8.° Ambas normas: artículo 22 del Código Penal y artículo 
161 del Código Procesal Penal, a fi nal de cuentas, tienen una 
incidencia en la punibilidad. En el primer caso, se está ante 
una causal de disminución de la punibilidad –se construye 
desde la estructura del delito–, mientras que, en el segundo 
caso, se trata de una regla de reducción de la pena concreta 
por bonifi cación procesal, que apunta a la efi cacia motivadora 
que ejerce para generar efectos de abreviación de la actividad 
procesal; no se vinculan, como en el caso anterior, a juicios de 
valor propios del procedimiento de individualización de la pena 
ni a la verifi cación de defectos de estructura o realización del 
delito [Conforme: PRADO SALDARRIAGA, VÍCTOR: Consecuencias 
jurídicas del delito, Lima, 2016, pp. 245 y ss.].

§ 2. EXIMENTE IMPERFECTA DEL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO PENAL

9.° El artículo 22 del Código Penal se erige en una eximente 
imperfecta radicada en la categoría culpabilidad. El primer 
elemento sobre el que descansa el juicio de culpabilidad es la 
imputabilidad o capacidad de culpabilidad –condición previa e 
indispensable de la culpabilidad–. Esta tiene dos ámbitos: a) el 
sujeto debe alcanzar una edad determinada: dieciocho años; y, 
b) el sujeto no debe padecer graves anomalías psíquicas, que 
eliminen el grado mínimo de capacidad de autodeterminación 
exigido por nuestro ordenamiento jurídico.

Por razones de seguridad jurídica, nuestro legislador no 
solo fi jó en dieciocho años la edad mínima para la capacidad 
de culpabilidad (artículo 20.2 del Código Penal), sino que, 
además, como un concepto específi co, estableció que cuando 
el agente tenga más de dieciocho años y menos de veintiún 
años de edad, o más de sesenta y cinco años, al momento 
de realizar la infracción –el sujeto es capaz de comprender el 
injusto del hecho y de actuar conforme con esa comprensión–, 
corresponde la reducción prudencial de la pena, la cual –según 
línea jurisprudencial uniforme– siempre opera del mínimo legal 
hacia abajo [VILLAVICENCIO TERREROS, FELIPE: Derecho Penal. 
Parte General, Lima, 2006, pp. 606 y 608].

10.° El fundamento de esa confi guración jurídica estriba, 
hasta cierto punto, en que el individuo no alcanza la madurez 
de repente y a los individuos entre dieciocho y veintiún años no 
se les considera titulares de una capacidad plena para actuar 
culpablemente, pues su proceso de madurez no ha terminado; 
y, además, en que la edad avanzada del agente expresa un 
periodo de decadencia, de disminución de las actividades 
vitales, que desemboca en una etapa de degeneración que 
afecta a las facultades vitales, por lo que la capacidad de 
culpabilidad debe ser considerada como limitada [HURTADO, 
JOSÉ /PRADO, VÍCTOR: Manual de Derecho Penal. Parte General, 
I, Lima, 2011, pp. 618-621].

11.° Las restricciones que se iniciaron en 1998 y 
prosiguieron con la última reforma legislativa de 2015 (véase 
fundamento jurídico sexto), están referidas a la comisión de 
veintiún modalidades delictivas, que pueden califi carse de muy 
graves. Estas se encuentran en el injusto penal: antijuricidad, 
no en la categoría culpabilidad. Luego, es pertinente 
preguntarse si tales excepciones a la regla de disminución de 
la respuesta penal, son constitucionalmente admisibles desde 
el principio de igualdad ante la ley.

12.° La igualdad es un principio-derecho reconocido 
en el artículo 2, inciso 2, de la Constitución. Es tanto un 
derecho fundamental de invocación directa sin necesidad de 
desarrollo legislativo previo, cuanto un valor constitucional 
que informa todo el ordenamiento jurídico infraconstitucional. 
La igualdad, como derecho público subjetivo, conlleva la 
alegación de discriminación, la cual implica una desigualdad 
que puede tener su origen en un hecho, en la diferenciación 
de tratamiento legal no justifi cado constitucionalmente o, 
fi nalmente, en la aplicación de una ley que produzca un 
resultado inconstitucional. Es, como todo derecho subjetivo 
garantizado por la Constitución, un derecho garantizado 
erga omnes, frente a todos, lo que implica, como resultado, 
que todos los jueces tienen el poder –y el deber– de aplicar 
directamente las normas constitucionales en las controversias 
sometidas a su juicio [GUASTINI, RICCARDO: Lecciones de 
Derecho Constitucional, Lima, 2016, p. 308].

La doctrina constitucionalista tiene expuesto que se 
está ante una desigualdad ante la ley cuando ésta, ante 
dos supuestos de hecho idénticos, trata, de forma distinta, 
sin ninguna justifi cación, a diferentes sujetos. Los requisitos 
de la prohibición de discriminación, primero, no se trata de 
una lista cerrada de presupuestos, sino de todas aquellas 
situaciones que pueden producir un tratamiento diferenciado, 
que se traduzca en un perjuicio para personas o grupos; 
segundo, esta diferenciación no está justifi cada ni atiende a 
fi nes legítimos; y, tercero, no supera el test de la racionalidad 
[BALAGUER CALLEJÓN, FRANCISCO y OTROS: Manual de Derecho 
Constitucional, I, Madrid, 2014, pp. 85-86].

En este último aspecto, es pertinente resaltar que frente 
al legi slador el derecho a la igualdad impide que pueda 
confi gurar los supuestos de hecho de la norma, de modo 
tal que se dé trato distinto a personas que, desde todos los 
puntos de vista legítimamente adoptables, se encuentran en 
la misma situación o, dicho de otro modo, impidiendo que 
se otorgue relevancia jurídica a circunstancias que o bien no 
pueden ser jamás tomadas en consideración por prohibirlo 
así expresamente la propia Constitución, o bien no guardan 
relación alguna con el sentido de la regulación que, al 
incluirlas, incurre en arbitrariedad y por eso es discriminatoria 
(STCE número 96/1997, de 19 de mayo).

La diferencia de trato será lícita si resulta objetivamente 
justifi cada y razonable. En este último aspecto, se actuará 
conforme a la Constitución si la diferencia de trato es conforme 
a la fi nalidad perseguida, de suerte que evite resultados 
excesivamente gravosos o desmedidos (STCE número 
117/1998, de 2 de junio). El test empleado para aplicar el 
artículo 2.2 de la Constitución es el juicio de razonabilidad 
–distinto del principio de proporcionalidad–, es decir, aquel 
que determine que la norma no sea absurda, injustifi cada, 
arbitraria o falta de realismo [DÍEZ PICAZO, LUIS: Sistema de 
Derechos Fundamentales, Madrid, 2013, pp. 187-188].
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13.° En el presente caso, es necesario tomar en 
consideración: primero, que la disminución de la punibilidad está 
en función a la edad del agente cuando cometió el delito, para lo 
cual se fi ja un criterio objetivo: entre 18 y 21 años y más de 65 
años de edad; segundo, que esta disminución de la punibilidad 
está residenciada en la capacidad penal como un elemento de la 
categoría culpabilidad; tercero, la referencia a delitos graves tiene 
como premisa, para la diferenciación, la entidad del injusto, esto 
es, la antijuridicidad penal de la conducta del agente, sin duda, 
una categoría del delito propia y distinta de la culpabilidad.

¿Es posible, entonces, una discriminación en el supuesto 
de hecho del artículo 22 del Código Penal basado, como pauta 
de diferenciación, en la entidad del delito cometido? Es decir, 
si la misma persona dentro de ese rango de edades comete 
un delito no excluido se le atenuará la pena por debajo del 
mínimo legal, pero si perpetra un delito excluido tal atenuación 
no será posible? ¿Es un factor relevante, en sí mismo o con 
relevancia propia, para desestimar la atenuación la entidad del 
delito cometido?

14.° La respuesta, sin duda alguna, es negativa: la Ley 
incluye una discriminación no autorizada constitucionalmente. La 
antijuricidad penal se refi ere a las conductas que son contrarias a 
las normas que rigen el Derecho Penal –típicas y no amparadas 
en una causa de justifi cación–, mientras que la culpabilidad se 
circunscribe al sujeto que comete esa conducta, respecto del que 
debe afi rmarse que actuó pese a estar motivado por la norma 
que le impelía a adoptar un comportamiento distinto. Una atiende 
al hecho cometido –a su gravedad o entidad– y la otra a las 
circunstancias personales del sujeto. 

Luego, si la edad del agente está referida a su capacidad 
penal, no es razonable confi gurar excepciones a la regla 
general en función de criterios alejados de este elemento, 
como sería uno centrado en la gravedad de ciertos delitos. 
La gravedad del hecho es un factor que incide en la entidad, 
importancia, relevancia social y forma de ataque al bien jurídico 
vulnerado, mientras que la culpabilidad por el hecho incide 
en factores individuales concretos del agente, al margen del 
hecho cometido, que tiene su propio baremo de apreciación.

15.° El grado de madurez o de disminución de las 
actividades vitales de una persona en razón a su edad no 
está en función directa a la entidad del delito cometido. La 
disminución de la pena, según el presupuesto de hecho del 
artículo 22 del Código Penal, no tiene su fundamento causal y 
normativo en las características y gravedad del injusto penal, 
sino en la evolución vital del ser humano. 

Por ende, este factor de diferenciación no está 
constitucionalmente justifi cado. En igual sentido, ya se ha 
pronunciado la Sala Constitucional y Social Permanente de 
la Corte Suprema en las Consultas números 1260-2011, de 
7-6-2011, y 210-2012, de 27-4-2012. Las exclusiones resultan 
inconstitucionales y los jueces penales ordinarios no deben 
aplicarlas.

§ 3. CONFESIÓN SINCERA Y DISMINUCIÓN DE LA PENA

16.° El artículo 161 del Código Procesal Penal, conforme 
con la última modifi cación establecida por la Ley número 
30076, de 19-8-2013 –que, fi nalmente, es la norma que debe 
ser objeto de examen por ser la vigente en todo el país, sin 
perjuicio del régimen procesal respectivo–, instaura como 
regla general la disminución prudencial de la pena hasta en 
una tercera parte por debajo del mínimo legal en los casos 
de confesión. El apartado 2 del artículo 160 del Código 
acotado establece los requisitos de la confesión. Tres son las 
excepciones que el artículo 161 del Código Procesal Penal 
reconoce a esta regla: 1. Flagrancia delictiva. 2. Irrelevancia 
de la admisión de los cargos en atención a los elementos 
probatorios incorporados en el proceso. 3. El agente tiene la 
condición de reincidente o habitual.

17.° Con carácter previo, es pertinente precisar sobre esta 
institución lo siguiente: (i) Se está ante un supuesto de menor 
punibilidad, contemplado en el Código Procesal Penal, lo cual, 
por cierto, no le resta su carácter sustantivo, y genérico para 
todas las fi guras delictivas. (ii) Es, además, una institución de 
abolengo anglosajón que busca introducir un derecho premial 
supuestamente encaminado a fortalecer la justicia. (iii) La 
aminoración que prevé la norma debe computarse a partir de 
la pena fi nal obtenida, pues de lo contrario perdería su razón 
de ser, cual es benefi ciar a aquellos delincuentes que han 
mostrado su voluntad de colaborar con la justicia [VELÁSQUEZ 
VELÁSQUEZ, FERNANDO: Derecho Penal. Parte General, Bogotá, 
1997, p. 708].

18.° El fundamento de esta norma se encuentra en razones 
político-criminales, esto es, de pura utilidad, en el sentido de 

que, concretamente, la pena se atenúa porque se colabora con 
la administración de justicia. Se trata de razones pragmáticas 
y no éticas [COBO DEL ROSAL, MANUEL y OTRO: Derecho Penal. 
Parte General, Valencia, 1999, pp. 910-911]. El fundamento, 
es de insistir, no puede verse en ninguna característica del 
delito, ya consumado, sino en la conveniencia político-criminal 
de fomentar determinados comportamientos posteriores que 
faciliten la persecución judicial [MIR PUIG, SANTIAGO: Derecho 
Penal. Parte General, Barcelona, 2008, p. 617].

19.° La confesión, en su aspecto nuclear, importa el 
reconocimiento que hace el imputado de su participación en 
una actividad delictiva. Lo que se valora, en este supuesto, es 
la realización de actos de colaboración a los fi nes de la norma 
jurídica, por lo que se facilita el descubrimiento de los hechos 
y de sus circunstancias y autores. La confesión supone una 
especie de “premio” a quien colabora con la justicia en el 
descubrimiento de un hecho que tiene relevancia penal y que 
le afecta como responsable. Como tal, es inaceptable una 
confesión no veraz (se proporciona una versión de lo ocurrido 
que no se corresponde con la realidad); por tanto, esta debe 
ajustarse a la realidad (no debe ser sesgada ni ocultar datos de 
relevancia), no debe contener desfi guraciones o falencias que 
perturben la investigación, y debe ser persistente (mantenerse 
a lo largo de todo el procedimiento). No es confesión cuando 
se reconoce lo “evidente”, cuando no se aporta dato alguno 
para el curso de la investigación; lo que se debe aportar, en 
suma, son datos de difícil comprobación (SSTSE números 
43/2000, de 25 de enero; 1506/2002, de 19 de septiembre; 
1346/2009, de 29 de diciembre; y, 817/1998, de 15 de junio).

20.° Las dos primeras excepciones, así catalogadas por 
la ley, son las de fl agrancia delictiva y prueba evidente de los 
hechos y de la intervención del imputado en su comisión. En 
pureza, son más bien reglas esclarecedoras que integran la 
propia noción de confesión en clave de colaboración con la 
justicia. Se trata de formas de admisión de cargos irrelevantes 
para el curso de la investigación, pues sin necesidad de la 
confesión el hecho está probado sobre la base de las propias 
condiciones de la fl agrancia delictiva o de una actividad 
probatoria ya consolidada. Tal confesión, por consiguiente, 
no aporta nada al esclarecimiento de los hechos: no hay 
confesión de lo evidente. 

Estas precisiones están estrictamente vinculadas con el 
fundamento político criminal de la institución de la confesión 
sincera. Por ello, no es del caso formular reparo alguno al 
respecto, tanto desde el derecho fundamental a la igualdad 
como desde el principio de proporcionalidad.

21.° Distinto es el caso de exclusión de la disminución de 
la pena por confesión cuando se trata de un agente que “[…] 
tenga la condición de reincidente o habitual, de conformidad 
con los artículos 46-B y 46-C del Código Penal”.

La reincidencia o la habitualidad son ajenas por completo 
a la confesión de quien colabora con la justicia. El aporte de 
información relevante, difícil de encontrar sin la contribución 
del imputado en cuestión, es independiente de que este 
pueda ser primario o, de ser el caso, reincidente o habitual. 
La reincidencia y la habitualidad, más allá del debate jurídico 
existente acerca de su fundamento –que no es del caso 
plantear–, son circunstancias personales de naturaleza 
agravatoria, afi ncadas en la historia delictiva del imputado. 

Entonces, ¿tiene fundamento constitucional excluir 
la disminución de la pena en función de la reincidencia o 
habitualidad del imputado que admite los cargos y colabora 
con la justicia?

22.° Desde el derecho fundamental a la igualdad ante la 
ley, no existe un factor o pauta de diferenciación objetiva y 
razonable entre la confesión y la condición de reincidente o 
habitual del confesante, que permita excluir a estos últimos 
de la atenuación de la pena. La agravación de la pena, en 
el segundo caso, está en función a un dato exclusivamente 
personal del imputado en relación con el delito cometido, 
mientras que la atenuación de la pena por confesión se sitúa 
en las exigencias pragmáticas de la colaboración del imputado 
con la administración de justicia. Esa ausencia de relación entre 
una y otra consecuencia jurídico penal –del criterio selectivo 
y diferenciador– torna injustifi cada constitucionalmente esta 
exclusión. No puede haber un tratamiento diferente si las 
circunstancias de exclusión responden a supuestos que no se 
refi eren al objeto de la norma: colaborar con la justicia.

23.° De otro lado, desde el principio de proporcionalidad –
que, al igual que el derecho fundamental a la igualdad, limita 
la discrecionalidad del legislador y lo obliga a que su potestad 
legislativa se realice dentro de los límites establecidos en la 
Constitución–, la norma examinada tampoco cumple con 
el estándar requerido. En efecto, y siguiendo las pautas 



7902 El Peruano
Martes 17 de octubre de 2017JURISPRUDENCIA

metodológicas aceptadas por el Tribunal Constitucional en la 
STC número 12-2006-AI, FJ. 32, de 15-12-2006, la limitación 
que entraña el citado artículo 161 del Código Procesal Penal 
al derecho de los reincidentes y habituales de acogerse 
a una disminución de la pena por su cooperación con la 
justicia, no es idónea para lograr el apoyo del imputado al 
esclarecimiento de la justicia –que sea reincidente o habitual 
no dice nada respecto a su admisión de los cargos–, tampoco 
es necesaria porque el objetivo propuesto por la norma, por el 
contrario, se difi culta con ese impedimento y, fi nalmente, no 
es estrictamente proporcional porque no existe equivalencia 
entre el objetivo de atender a la colaboración con la justicia 
y la exclusión impuesta, pues desalienta esa fi nalidad sin 
benefi cio tangible alguno para la sociedad.

En consecuencia, el artículo 161 del Código Procesal 
Penal, en cuanto excluye de la diminución de  pena por 
confesión a los reincidentes y habituales, no debe ser 
aplicado por los jueces ordinarios por vulnerar el derecho 
a la igualdad y el principio de proporcionalidad en relación 
con los derechos afectados por una indebida exclusión de la 
aminoración de pena.

III. DECISIÓN

24.° En atención a lo expuesto, las Salas Penales 
Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, reunidas en el Pleno Jurisdiccional, y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial:

ACORDARON

25.° ESTABLECER como doctrina legal, los criterios 
expuestos en los fundamentos jurídicos 9 a 15 y 17 a 23 del 
presente Acuerdo Plenario. 

26.° PRECISAR que los principios jurisprudenciales que 
contiene la doctrina legal antes mencionada deben ser 
invocados por los jueces de todas las instancias, sin perjuicio 
de la excepción que estipula el segundo párrafo, del artículo 
22 de la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos 
Plenarios dictados al amparo del artículo 116 del citado 
Estatuto Orgánico.

27.° DECLARAR que, sin embargo, los jueces que integran 
el Poder Judicial, en aras de la afi rmación del valor seguridad 
jurídica y del principio de igualdad ante la ley, solo pueden 
apartarse de las conclusiones de un Acuerdo Plenario si 
incorporan nuevas y distintas apreciaciones jurídicas respecto 
de las rechazadas o desestimadas, expresa o tácitamente, 
por la Corte Suprema de Justicia de la República.

28.° PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario 
ofi cial El Peruano. HÁGASE saber.  

S.S. 

SAN MARTÍN CASTRO

PRADO SALDARRIAGA

PARIONA PASTRANA

SALAS ARENAS

BARRIOS ALVARADO

HINOSTROZA PARIACHI

PRÍNCIPE TRUJILLO

NEYRA FLORES

VENTURA CUEVA

SEQUEIROS VARGAS

FIGUEROA NAVARRO

PACHECO HUANCAS

CEVALLOS VEGAS

CHAVEZ MELLA

CALDERÓN CASTILLO
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 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
X PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS
PENALES PERMANENTE Y TRANSITORIAS

ACUERDO PLENARIO N.° 5-2016/CIJ-116

BASE LEGAL: artículo 116 TUO LOPJ

ASUNTO: Delitos de Violencia contra la mujer y los 
integrantes del grupo familiar. Ámbito procesal: Ley N.° 
30364.

Lima, doce de junio de dos mil diecisiete.

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de 
las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 
Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
116 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

I. ANTECEDENTES

1.° Las Salas Penales Permanente y Transitorias de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, en virtud de la 
Resolución Administrativa número 179-2016-P-PJ, de 22 de 
junio de 2016, con el concurso del Centro de Investigaciones 
Judiciales, bajo la coordinación del señor Pariona Pastrana, 
realizaron el X Pleno Jurisdiccional de los Jueces Supremos 
de lo Penal, que incluyó la participación en los temas 
objeto de análisis de la comunidad jurídica, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 116, del Texto Único Ordenado de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante, LOPJ), a fi n 
de dictar acuerdos plenarios para concordar la jurisprudencia 
penal.    

2.° El X Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas.

La primera etapa estuvo conformada por dos fases. 
Primera: la convocatoria a la comunidad jurídica para 
proponer los puntos materia de análisis que necesitan de una 
interpretación uniforme y de la generación de una doctrina 
jurisprudencial para garantizar la debida armonización de la 
conducta de los jueces en los procesos jurisdiccionales a su 
cargo. Segunda: el examen de las propuestas temáticas que 
presentaron las entidades y los juristas, se realizó entre los 
días 7 de julio al 7 de agosto de 2016. Se presentaron un total 
de 41 mociones. De ellas, en la sesión de 31 de agosto de 
2016, se identifi caron tres propuestas, que se ofi cializaron en 
los siguientes temas: 1. Restricciones legales en materia de 
confesión sincera y responsabilidad restringida por edad. 2. 
Participación del extraneus en delitos especiales. 3. Delitos 
de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 
familiar.

En la sesión del 7 de septiembre  de 2016 se seleccionó 
a las personas e instituciones que harían uso de la palabra 
en la Audiencia Pública.

3.° La segunda etapa consistió en el desarrollo de la 
audiencia pública, que se llevó a cabo el día 28 de septiembre 
de 2016. En ella, los juristas y expositores especialistas 
convocados sustentaron y debatieron sus ponencias ante el 
Pleno de los jueces supremos. Hicieron uso de la palabra 
sobre el análisis del tema del presente Acuerdo Plenario, 
los señores abogados: Branko Yvancovich Vásquez, Ivonne 
Macassi León, Jesús Heradio Viza Ccalla y Cristian Roberto 
Carlos Becerra.

4.° La tercera etapa, del IX Pleno Jurisdiccional, 
comprendió el proceso de designación de los jueces 
supremos ponentes. En la sesión de fecha cinco de octubre 
se designó a los señores Barrios Alvarado (coordinadora), 
San Martín Castro y Salas Arenas para la formulación de 
las ponencias referidas a “los delitos de violencia contra la 
mujer y de miembros del entorno familiar”. En atención a la 
amplitud de la temática examinada, solo fueron objeto de 
examen tres subtemas: el delito de feminicidio, las lesiones 
psicológicas y aspectos procesales de los delitos materia de 
la Ley antes citada.

5.° Presentada la ponencia pertinente, sobre los aspectos 
procesales de los indicados, a cargo del señor San Martín 
Castro; integrados al Pleno los señores Jueces Supremos, 
titulares y provisionales, como consecuencia de la creación 
de la Segunda Sala Penal Transitoria; tomado conocimiento 


